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ACCIONANTE:  ADM. COLOMBIANA DE PENSIONES
ACCIONADO: JUZ.PROMISCUO CTO. LA VIRGINIA

NIEGA AMPARO

               El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / TERMINOS PROCESALES EN TUTELA / APLICACIÓN DEL CGP

TÉRMINOS PROCESALES EN TUTELA – Se aplica el CGP.

… en los términos del artículo 31 del decreto 2591 de 1991, la impugnación de la sentencia de tutela puede interponerse dentro de los tres días siguientes a su notificación, en tanto que bajo las previsiones de la Ley 2213 de 2022 (art. 8), cuando se emplean mensajes de datos para la notificación, esta se entiende realizada “[…] transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje [...]”. 

… Ahora, en sentir de la libelista, al no estar estipulado un límite de hora para el término de impugnación en el Decreto reglamentario de la acción de tutela, el juzgado no podía declarar extemporáneo el recurso, porque el memorial se presentó el último día hábil (octubre 23), empero, el despacho consideró que, en tratándose de un término para actuación procesal, este debe sujetarse las disposiciones del Código General del Proceso, el cual establece que “Los memoriales, incluidos los mensajes de datos, se entenderán presentados oportunamente si son recibidos antes del cierre del despacho del día en que vence el término. [...]” (art. 109).

… La Sala debe recordar que, en efecto, tratándose de aspectos procesales y ante la ausencia de reglas específicas, el juez constitucional debe aplicar las disposiciones del Código General del Proceso, según lo estipula el artículo 2.2.3.1.1.3
 del Decreto 1069/15.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA n° 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Pereira, catorce (14) de marzo de dos mil veinticinco (2025).
Acta de Aprobación Nº 300
Hora: 2:30 p.m.
Radicación: 66001220400020250004001
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela interpuesta por la apoderada de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, en contra del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia e igualdad ante la ley con ocasión a la decisión de rechazar por extempóranea la impugnación interpuesta contra la sentencia proferida dentro de la acción de tutela radicada bajo el número 66400318900120240023600. 
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede sintetizar así: 
(i) En octubre 16 de 2024 a las 12:37 horas, el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia notificó la sentencia de tutela proferida en octubre 10, correspondiente al expediente radicado bajo el número 66400318900120240023600; providencia en la que se ampararon los derechos a la seguridad social y mínimo vital del señor Duverney Zapata Quintero, en contra de COLPENSIONES y otras entidades. 

(ii) En octubre 23 de 2024, a las 16:30 horas, la Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES envió por medio electrónico al correo del juzgado la impugnación del fallo notificado. 
(iii) El juzgado, mediante auto de octubre 25, negó la impugnación porque consideró que fue extemporánea, dado que se remitió fuera del horario laboral del despacho. Tal determinación se notificó en octubre 28 siguiente.

(iv) En noviembre 12 de 2024, COLPENSIONES insistió en su impugnación, pues consideró que se encontraba dentro de los términos establecidos en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 y conforme a la Ley 2213 de 2022. 
(v) Finalmente, en proveído de noviembre 13 de 2024, el juzgado reiteró el rechazo de la impugnación.

Así, la apoderada de COLPENSIONES solicitó la protección de los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, debido proceso, derecho de defensa, de contradicción y a la segunda instancia; en consecuencia, pidió que se deje sin efecto el auto de octubre 25 de 2024 proferido por el juzgado accionado dentro del caso radicado bajo el número 66400318900120240023600, por ser contrario a la normatividad y la jurisprudencia, y en su lugar, se ordene a la autoridad judicial dar trámite a la impugnación presentada por la entidad en octubre 23 de 2024.

3.- TRÁMITE Y CONTESTACIÓN
3.1.- El despacho admitió la tutela mediante auto de marzo 03 de 2025 y se corrió traslado de la tutela al juzgado accionado. Además, en proveído de marzo 07, se vinculó oficiosamente al trámite a las demás partes e intervinientes de la acción constitucional sobre la cual versa la controversia aquí planteada.

3.2.- En el término oportuno se presentaron los siguientes pronunciamientos: 

3.2.1.- La titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda), se opuso a las pretensiones de COLPENSIONES y solicitó que se despache de manera desfavorable la acción promovida. Para el efecto, precisó que, conforme lo reseñó la entidad accionante, el escrito de impugnación que se presentó contra el fallo constitucional notificado por ese juzgado en octubre 16 de 2024, fue radicado fuera del término judicial, pues el memorial se envió por correo electrónico el último día del traslado de ejecutoria (octubre 23) a las 04:30 p.m., teniéndose que el horario oficial del juzgado en los días hábiles se extiende hasta las 04:00 p.m., circunstancia que motivó la decisión del juzgado para negar el recurso por extemporáneo, según auto de octubre 25 de 2024, remitiéndose la actuación ante la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

La entidad acudió a la acción de tutela con el fin de revivir términos ya finiquitados, en tanto el juzgado adelantó su actuación con total legalidad, sin advenir causal alguna de invalidación ni se vislumbra necesidad de adoptar medidas urgentes para modificar las decisiones del despacho, pues ninguna razón se argumentó para justificar la tardanza en la interposición del recurso discutido.
3.2.2.- El abogado de la Oficina Asesora Jurídica de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES, sostuvo que la entidad carece legitimación en la causa por pasiva, como quiera que ninguna conducta ha desplegado en detrimento de los derechos de la parte actora, por lo que solicitó su desvinculación del trámite.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por el 1069 de 2015 y este a su vez por el 1983 de 2017 y el 333 de 2021.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales invocados por la parte accionante; en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
De la situación fáctica narrada por la apoderada de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, se advierte que su finalidad es que se deje sin efectos la providencia de octubre 25 de 2024, con la cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.) negó por extemporánea la impugnación del fallo de tutela proferido en octubre 10 de 2024 dentro del proceso identificado con el radicado 66400318900120240023600, al considerar que se desconoció la garantía fundamental del debido proceso, en sus dimensiones del derecho de defensa y contradicción y del derecho a la segunda instancia, pues en su sentir la interposición del recurso -vía correo electrónico de octubre 23/2024, a las 04:30 p.m.- se hizo de manera oportuna; en su lugar, pide que se ordene a la autoridad judicial adoptar las medidas pertinente para dar curso a la impugnación alegada. 

Conforme a lo indicado anteriormente, se tiene que el amparo propuesto se dirige contra una decisión interlocutoria que negó el trámite de segunda instancia dentro de una acción de tutela donde COLPENSIONES fue parte pasiva; por tanto, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la acción constitucional para revisar decisiones judiciales, para luego establecer si hay o no lugar a efectuar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha precisado en múltiples providencias, entre otras, en la C-560/05 y T-332/06.

Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental, que se origina cuando el juez actuó sin observar o aplicar las reglas procesales para dictar su decisión o durante la actuación surtida; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f) error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad con lo expuesto en el presente asunto, se advierte que la acción propuesta cumple con los requisitos genéricos por cuanto: (i) se enfoca en una garantía de relevancia constitucional, el cual es el debido proceso en el trámite una acción de amparo de tutela; (ii) contra la decisión cuestionada no procedían recursos; (iii) el amparo se presentó dentro de un término razonable; y (iv) no se trata de una sentencia de tutela, sino de un auto que negó dar curso a la impugnación propuesta.
En lo relacionado con las exigencias de tipo específico, la parte accionante hizo referencia a un defecto material o sustantivo y a la violación directa de la Constitución respecto de las garantías de la igualdad, debido proceso y acceso a la Administración de Justicia, en los cuales habría incurrido la juez al negar el recurso alegado. 

Desde el marco conceptual, se tiene que el error judicial, en efecto, pude comportar un defecto material o sustantivo por incurrir en la violación directa de la Constitución como norma Superior vinculante, en la medida que al juez le es exigible la aplicación de las normas vigentes (art. 29 y 230 Superior) y se le censura su inobservancia, escenario este último en el que se quebranta el fin estatal de asegurar “la vigencia de un orden justo” (art. 2 ibidem), lo cual habilita por excepción la intervención del juez constitucional, sin perjuicio de la autonomía e independencia judicial.

En esta oportunidad, la parte accionante sustenta los defectos en cita porque, en esencia, considera que la decisión cuestionada impuso un límite que no comportan las normas aplicables en la materia, pues el Decreto 2591/91 (art. 31) prevé que la impugnación del fallo procede dentro de los tres (3) días siguiente a su notificación, en tanto que la determinación de la autoridad judicial, pese a que reconoce que el memorial se presentó el tercer día por medio electrónico, limitó tal fecha al horario de cierre de la jornada laboral del juzgado, circunstancia que se opone a las disposiciones legales que prevén el uso de las tecnologías en las actuaciones judiciales y exigen a los despacho la disponibilidad en el buzón electrónico para recibir los mensajes de datos en la presentación de memoriales.
En adición, señaló que la negativa al recurso promovido por COLPENSIONES desconoce el principio de la doble instancia (Art. 31 Constitución) como garantía del debido proceso y de acceso a la Administración de Justicia. 

Así, se tiene que están mínimamente acreditados los presupuestos generales y específicos de procedencia de la acción tuitiva promovida contra decisión judicial, lo que permite a este Tribunal pronunciarse de fondo sobre las pretensiones de la parte actora; no obstante, la Sala advierte de entrada que no hay lugar a la medida de protección que alega la apoderada de COLPENSIONES, como pasa a argumentarse. 

En efecto, en los términos del artículo 31 del decreto 2591 de 1991, la impugnación de la sentencia de tutela puede interponerse dentro de los tres días siguientes a su notificación, en tanto que bajo las previsiones de la Ley 2213 de 2022 (art. 8), cuando se emplean mensajes de datos para la notificación, esta se entiende realizada “[…] transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje [...]”. 
Sobre este punto, las partes coinciden en sostener que la notificación del referido fallo de tutela -proferido en octubre 10/2024- se hizo mediante mensaje de datos en octubre 16/2024, y ello implica que se hizo efectiva en octubre 18, un viernes; por consiguiente, el término para impugnar transcurrió los días hábiles siguientes, esto es, 21, 22 y 23 de octubre. En esta última fecha, precisamente, COLPENSIONES remitió el correo electrónico con su impugnación, lo cual se hizo a las 04:30 p.m.
Ahora, en sentir de la libelista, al no estar estipulado un límite de hora para el término de impugnación en el Decreto reglamentario de la acción de tutela, el juzgado no podía declarar extemporáneo el recurso, porque el memorial se presentó el último día hábil (octubre 23), empero, el despacho consideró que, en tratándose de un término para actuación procesal, este debe sujetarse las disposiciones del Código General del Proceso, el cual establece que “Los memoriales, incluidos los mensajes de datos, se entenderán presentados oportunamente si son recibidos antes del cierre del despacho del día en que vence el término. [...]” (art. 109).

La Sala debe recordar que, en efecto, tratándose de aspectos procesales y ante la ausencia de reglas específicas, el juez constitucional debe aplicar las disposiciones del Código General del Proceso, según lo estipula el artículo 2.2.3.1.1.3
 del Decreto 1069/15. 

En ese sentido, es claro que el juez constitucional, en cumplimiento del mandato superior consagrado en el artículo 230 de la Constitución, en concordancia con lo señalado en los artículos 4, 13, 29 y 209 ibidem, debe armonizar las reglas del trámite establecido para la acción de tutela con los mandatos procesales previstos en el CGP, en lo que no resulte contrario a la celeridad y sumariedad del mecanismo constitucional; así, en la norma procesal tenemos que el juez está obligado a observar la perentoriedad de los términos y oportunidades procesales (art. 117) y que el cómputo de estos sea en días hábiles (art. 118), en tanto que, frente a la presentación de los memoriales y mensajes de datos ante el despacho, la ley establece que los mismos se entenderán oportunos cuando sean recibidos antes del cierre del despacho el día de su vencimiento (art. 109, inciso 4). 
En el caso concreto, es evidente que el juzgado accionado, al momento de hacer la notificación del fallo de tutela dentro del caso radicado 2024-00236, le informó a COLPENSIONES y demás partes e intervinientes notificadas que el horario de atención para la “RECEPCIÓN DE CORREOS ELECTRÓNICOS ES DE LUNES A VIERNES DE 7AM A 12PM Y DE 1PM A 4PM”, así se consignó en el mensaje de datos de octubre 16 de 2024
, anexo que aportó la misma accionante. 
Según lo antes detallado, resulta inaceptable el argumento de la Administradora de Pensiones para pregonar que se le violentó el debido proceso, derecho de defensa y contradicción y el derecho a la segunda instancia, pues la determinación del juzgado al negar el trámite de la impugnación por extemporaneidad se fundamentó en normas procesales vigentes y de obligatorio cumplimiento, sin que se haya justificado en manera alguna circunstancia que haya impedido a la entidad presentar oportunamente su disenso ante el juzgado de conocimiento, lo que lleva a colegir que se trató de una desatención de la entidad y que se pretende remediar por medio de esta acción constitucional, a efectos de revivir la oportunidad procesal que dejó precluir, lo cual desnaturaliza la esencia y finalidad del mecanismo de protección. 

Bajo ese contexto, el Tribunal no encuentra configuradas las causales específicas alegadas por la para accionante, ni el defecto material o sustantivo ni por violación directa de la Constitución, así como tampoco se observa configurada alguna otra causal que invalide la determinación del juzgado accionado de negar la impugnación propuesta por su extemporaneidad en el asunto constitucional referenciado, por lo que la Sala negará el amparo reclamado.   
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo de tutela deprecado por la apoderada judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, en contra del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.). 
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
Con firma electrónica al final del documento

� “Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto.”


� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� “Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto.”


� Véase documento “03Anexo.pdf” p.1-2
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